P. 110.957- “Axat, Julián s/ recurso extraordinario

 de inaplicabilidad de ley e inconstitucionalidad 

en causa N° 14.486. Cámara de Apelación y Garantías

 en lo Penal –Sala I- La Plata”.

/// PLATA, 05 de mayo de 2010.

AUTOS Y VISTOS:

La presente causa P. 110.957, caratulada: “Axat, Julián s/ recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley e inconstitucionalidad en causa N° 14.486. Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal –Sala I- La Plata”.

Y CONSIDERANDO:

1.- Esta Suprema Corte de Justicia, merced al decisorio dictado el día 2 de diciembre de 2009, concedió el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley incoado por el señor Defensor Oficial a cargo de la Defensoría N° 16 del Fuero de Responsabilidad Penal Juvenil, y revocó la decisión de la Sala Primera de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial La Plata, ordenando se dicte un nuevo fallo de conformidad a lo estipulado en el considerando 6. del mentado resolutorio.

2.- La Sala en cuestión del Tribunal de Alzada platense, el día 18 de marzo de 2010 –por mayoría- hizo lugar al recurso interpuesto por el señor Ministro de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, doctor Carlos Ernesto Stornelli, con el patrocinio letrado del señor Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos Aires y, en consecuencia, revocó la sentencia dictada por el señor Juez titular del Juzgado Contencioso Administrativo N° 1 departamental, doctor Luis Federico Arias.

Para así decidir, en lo sustancial, el doctor Soria señaló “... que la vía intentada no resulta habilitante para resolver lo peticionado pues más allá de no desconocerse la naturaleza de los intereses que se pretender proteger, el caso sometido a tratamiento no resulta un supuesto concreto, cierto e inminente sino por el contrario meramente conjetural...” y que “... siguiendo el lineamiento fijado por el Superior se admite el pedido en cuanto tal, mas luego de examinar su mérito –con arreglo al orden legal- se advierte la falta de andamiento para su procedencia y por lo tanto se debe resolver su rechazo tal como lo peticiona en ese sentido el impugnante...” (fs. 180 vta.).

A lo expuesto añadió “...coincidimos con el recurrente que de haber existido alguna afectación concreta, el accionante debió realizar las peticiones del caso para hacer cesar alguna ilegalidad que se pudiere suscitar con el mismo. Y al no concurrir en el caso de autos las exigencias particulares para que proceda la acción intentada atento la inexistencia de un caso concreto que en modo cierto, no conjetural o presuntivo, amenace o restrinja a la libertad de persona o personas determinadas corresponde a mi juicio hacer lugar al recurso interpuesto y revocar la sentencia...” (fs. 180 vta./181 “ab initio”).

Ese sufragio recibió la adhesión plena en el voto del doctor Dalto (fs. 181) lo que determinó la mayoría de opiniones que exige el art. 168 de la Constitución provincial. Las restantes consideraciones que efectúa el juez de segundo voto (fs. 181, párr. segundo/ 185 vta., primer párr.) deben considerarse una opinión personal del mentado magistrado.

3.- Contra ese pronunciamiento dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley y de inconstitucionalidad el doctor Julián Axat Della Croce, en su calidad de Defensor Oficial al cargo de la Unidad Funcional de Defensa N° 16 de La Plata (fs. 224/260).

En cuanto al recurso de inaplicabilidad de ley postuló que su admisibilidad se vincula con la necesidad de que exista “...un doble conforme legal –constitucional..” (fs. 225). En lo que hace a la admisión del de inconstitucionalidad señaló que la cuestión debatida se refiere a la declaración de inconstitucionalidad de los arts. 19, 24 y 128 del Decreto Ley N° 8031/73 y el art. 15 de la Ley 13.482 y al rechazo de la vía de la acción autónoma que este Tribunal decidiera en la causa B. 69.933, res. del 18-XI-2008.

Planteó gravedad institucional por incumplimiento del precedente “Verbitsky”, que fuera puesto en conocimiento a este Tribunal por la Corte Federal en el mes de febrero de 2010 y solicitó se aplique expresamente el efecto suspensivo previsto por el art. 431 del C.P.P. al estar en juego la libertad ambulatoria de niños, niñas y jóvenes de este departamento judicial. Ello además en el contexto del principio de no regresividad que la Corte Interamericana de Derechos Humanos tuviera en cuenta en el fallo “Bulacio vs. Argentina, 2003”. 

En relación con los fundamentos del primero de los recursos impetrados, el recurrente denunció el incumplimiento de la resolución dictada el 2 de diciembre de 2009 –causa P. 109.111- con sustento en nuevos reparos formales ya zanjados con la anterior intervención de este Tribunal, dando cuenta que la propia Juez disidente, doctora Riusech puso de manifiesto que “...la decisión del superior nos obliga a desplazar tales reparos. La objeción a la procedencia de resolver si un caso concreto dentro de la acción de amparo –que fue revocada- impide que ahora pueda considerarse improcedente el hábeas corpus por la razones dadas en los votos que preceden...” (fs. 235 y vta.).

Adicionó a lo expuesto distintos argumentos que fueron reseñados en los puntos VII.2.a. al VII.2.f., a los que cabe remitirse “brevitatis causae”.

En lo atingente al recurso extraordinario de inconstitucionalidad, cabe reiterar lo explicitado en el punto 2.3 del decisorio que luce a fs. 241/244 de la causa P. 109.111 agregada por cuerda.

4.- Por último, reclamó que se convoque a audiencia con las partes interesadas con el fin de asegurar a nivel local los estándares legales de la doctrina y resolución dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Bulacio”.

5.- Que el recurso de inaplicabilidad de ley interpuesto es admisible, tal como se señalara en el punto 5. de la decisión que esta Corte adoptara en la causa P. 109.111 ibidem.

En consecuencia, debe concederse el recurso impetrado por aplicación de los arts. 486, 494 y ccdtes. del cód. cit.

6.- Que, de manera liminar, es necesario poner de relieve que en esta causa no se han seguido estrictamente los pasos que el Acuerdo N° 2840 (t.o. por Acuerdo 3113) y la Resolución N° 1358/06 estipulan para la radicación y sorteo de acciones de este tenor. 

El espíritu que subyace de esos instrumentos reglamentarios es optimizar la distribución de las acciones de hábeas corpus incoadas en cada departamento judicial de manera objetiva, razonable y equitativa y resguardar la transparencia en la asignación de la competencia para su sustanciación y resolución entre los órganos judiciales del departamento judicial del que se trate. Ello con el fin de evitar que sea el que promueve la acción el que seleccione y elija, en concreto, el juez que deba tratar su demanda. 

7.- Sentado ello, cabe examinar si la decisión del Tribunal de Alzada satisfizo lo ordenado por esta Corte en la resolución dictada el 2 de diciembre de 2009.

La respuesta es negativa. La decisión que este  Tribunal adoptara impide retrotraer el proceso a etapas ya superadas, por lo que no era dable realizar un nuevo juicio sobre la admisibilidad de la acción. Por el contrario se debió tomar a esta como hito para emprender la revisión integral de lo decidido por el Juez de Primera Instancia.

La nueva falencia formal que esgrime el a quo para sustraerse a la fiscalización sustantiva de la sentencia del juez de grado, esto es la inexistencia de un caso concreto y no meramente conjetural, aunque se la denomine como causal de improcedencia (vid fs. 180, punto IV. del Juez de 1er. voto), en puridad, importa volver sobre una temática emparentada con la admisibilidad de la pretensión. De ello se sigue que ese extremo no resulta suficiente para soslayar el tratamiento de la acción ya que, al menos, implícitamente –como recaudo de admisibilidad- fue tenido en cuenta por el decisorio de este Tribunal. 

Cabe señalar que en la revisión de un hábeas corpus, la exigencia constitucional de adecuada fundamentación resulta más exigible, en tanto se ha establecido que en los procedimientos de este tenor, debido a “su estrecha vinculación con grave materia constitucional y esenciales derechos de las personas, aparece inexcusable la obligación que incumbe a los jueces de fundar sus decisiones para que los ciudadanos puedan sentirse mejor juzgados, para contribuir al mantenimiento del prestigio de la magistratura y, desde el punto de vista técnico, para que quede documentado que el fallo es derivación razonada del derecho vigente a la luz de las constancias de la causa y no producto de la individual voluntad del juez” ( C.S.J.N., Fallos: 302: 967 y 327: 931; vid. dictamen del Procurador General de la Nación en S.C.R.860.XLIV, del 18 de junio de 2009). Ese estándar se intensifica en supuestos como el presente, en el que la acción es de carácter preventivo y colectivo, máxime si se tiene en consideración el contenido de la decisión del Sr. Juez de grado.

En consecuencia, siendo que en la acción de hábeas corpus es exigible el agotamiento de las diligencias necesarias para hacer efectiva su finalidad de medio legal rápido y eficaz para resguardar la garantía constitucional en juego, la Alzada deberá efectuar una revisión integral de lo efectivamente decidido para que, en su caso, este Tribunal pueda activar su competencia extraordinaria en la medida de las vías de impugnación previstas en el art. 479 y conc. del C.P.P.

En caso contrario, en la práctica, su inacción redundaría en que la intervención de esta Corte tuviera por objeto revisar una decisión del judicante de grado, en la medida de los agravios llevados a conocimiento del Tribunal de Alzada.

8.- El incumplimiento de estos postulados, genera la necesidad de que este Tribunal case la sentencia y ordene que la Sala Primera del Tribunal de Alzada en cuestión, con carácter de muy urgente, emprenda la revisión integral del fallo conforme lo antes ordenado, dejando de lado ápices formales que ya fueron sopesados en la anterior intervención de esta Suprema Corte.

9.- De acuerdo a lo expuesto, más allá de la admisibilidad, resulta insustancial tratar el recurso extraordinario de inconstitucionalidad también interpuesto. 

10. En consecuencia no resulta necesario proveer la solicitud de audiencia reclamada en el punto IX (fs. 212 vta./213) del recurso.

Por ello, la Suprema Corte de Justicia,

RESUELVE:  

1.- Conceder el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley incoado por el Sr. Defensor Oficial a cargo de la Defensoría N° 16 del Fuero de Responsabilidad Penal Juvenil, y haciendo lugar parcialmente al mismo, revocar la decisión de la Sala Primera de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial La Plata, debiendo el a quo dictar nuevo pronunciamiento de conformidad a lo expuesto en el punto 7. de este decisorio, con carácter de muy urgente.

2.- Declarar insustancial resolver la admisibilidad del recurso extraordinario de inconstitucionalidad deducido.

Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvase.

Hilda Kogan 

Eduardo Julio Pettigiani                                            Héctor Negri 

Daniel Fernando Soria 
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Secretaría Suprema Corte


Registrado bajo el N° 392.








PAGE  
5

